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RESUMEN   

A modo de breviario, he de comenzar imponiendo al lector que, 

primigeniamente, me referiré al cuerpo de doctrinas de fallos de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación que han sido el preludio de la postura que tomó 

dicho Máximo Tribunal en el fallo Levinas. Ello revista mayúscula importancia 

para saber el porqué de la posición adoptada por nuestro Cimero Tribunal. 

Luego de ello, me abocaré a exponer los argumentos nucleares que conforman la 

espina dorsal de la postura tanto mayoritaria como minoritaria que existe 

corrientemente en nuestro más Alto Tribunal sobre el tópico bajo estudio. 

Después aludiré a la posición sostenida por la Procuración General de la Nación 

y, a su turno, me detendré para disertar sobre los planteamientos doctrinales 

argüidos por las Cámaras de Apelación Nacionales. 

Posteriormente, les expondré mi posición acerca de la constitucionalidad de que 

el Tribunal Superior de Justicia de la C.A.B.A. revista el carácter de Superior 
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Tribunal de la causa, a los fines de excitar la instancia extraordinaria federal ante 

la Corte Suprema de Justicia de la Nación por conducto del remedio 

extraordinario federal, de acuerdo con cuanto establece el art.8 de la ley 48. 

A la postre, les compartiré de manera superficial una postrera reflexión que se 

gestó durante el desarrollo de este trabajo. 
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THE DOCTRINAL POSITIONS THAT ORBIT AROUND THE 

CONSTITUTIONALITY OF THE LEGAL-INSTITUTIONAL EFFECT OF THE 

LEVINAS RULING 

As a brief summary, I must begin by informing the reader that I will initially refer 

to the body of doctrine from rulings of the Supreme Court of Justice of the Nation 

that served as a prelude to the position taken by that Supreme Court in the 

Levinas ruling. This is very important for understanding the reason for the 

position adopted by our Highest Court. 

After that, I will present the core arguments that comprise the ideological 

position, both majority and minority, currently held in our Highest Court on the 



topic under consideration. I will then refer to the position held by the Office of 

the Attorney General of the Nation and, in turn, will discuss the doctrinal 

approaches advanced by the National Courts of Appeal. 

Subsequently, I will explain my position on the constitutionality of the Superior 

Court of Justice of the City of Buenos Aires acting as the Superior Court of the 

case, for the purposes of initiating the extraordinary federal instance before the 

Supreme Court of Justice of the Nation through the extraordinary federal 

remedy, in accordance with the provisions of Article 8 of Law 48. 

Finally, I will briefly share with you a final reflection that arose during the 

development of this work. 
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1- Introducción 

De manera introductoria, he de expresar al lector que el efecto jurídico-

institucional que produce el fallo Levinas es el siguiente: el Tribunal Superior de 

Justicia porteño ha sido erigido como el Superior Tribunal de la causa a los efectos 

de habilitar la instancia extraordinaria federal ante nuestro Cimero Tribunal de 

la Nación mediante el señero remedio extraordinario federal -con arreglo a lo 

edictado por el art.14 de la ley 48- respecto de cuanta sentencia definitiva dictaren 

las Cámaras de Apelación Nacionales de los fueros penal, civil, comercial y 

laboral, respectivamente. 

Ahora bien, ¿Ello es posible constitucionalmente? Bueno, por el momento he de 

dejarlos con la intriga, empero, si he de anticiparles que la respuesta a esta 

interrogante no solo es delicada y enrevesada, también involucra y enfrenta 

muchos intereses contrapuestos; tal vez por ello ha causado tanta ebullición en 

nuestro medio.  

Pero sin más ambages, en las líneas subsecuentes abordaremos este espinoso 

intríngulis al que nos desafía el dictado del fallo Levinas.   

 

2- Racconto de antecedentes jurisprudenciales de la Corte Suprema 

relacionados con el fallo Levinas 

Ab initio, he de señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el año 

2015, en la causa “Corrales”, sostuvo que el carácter nacional de los tribunales 

ordinarios de la C.A.B.A es meramente transitorio. En efecto, abdicó a su 

tradicional criterio jurisprudencial y concluyó que, a los efectos de dirimir 

cuestiones de competencia, no correspondía equipararlos a los tribunales 

federales.  



Asimismo, en razón de que había transcurrido el friolero lapso de veinte años 

desde la reforma constitucional de 1994, dicha Corte Suprema exhortó a las 

autoridades competentes para que adopten las medidas necesarias a los efectos 

de garantizarle a la ciudad porteña el pleno ejercicio de las competencias 

ordinarias en materia jurisdiccional. 

Más adelante, precisamente en el año 2016, nuestro más Alto Tribunal del País, 

en el caso “Nisman”, decidió que, a los fines de declarar la admisibilidad del 

recurso extraordinario cuando media denegación del fuero federal, los jueces 

nacionales con asiento en la ciudad no son equiparables a los federales. Ello no 

significó sino la mutación de anteriores doctrinas fraguadas y postuladas por 

dicho Cimero Tribunal. 

Por su lado, al cabo de un tiempo, específicamente en el año 2018, la Corte 

Suprema, en los autos “José Mármol”, abandonó por mayoría el criterio según el 

cual los conflictos de competencia suscitados entre los magistrados nacionales 

ordinarios y los federales con asiento en la C.A.B.A debían ser resueltos por la 

cámara de la que dependía el juez que primero hubiese conocido. Por 

consecuente, la Corte Suprema estableció que incumbía a ella decidirlos en su 

carácter de tribunal superior común. 

Poco tiempo después, en el año 2019, el Alto Tribunal, en la causa “Gobierno de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, remarcó que la ciudad porteña, desde la 

reforma constitucional de 1994, tiene el mismo lugar que las provincias en el 

sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo 

tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte. De esta manera 

modificó la jurisprudencia del precedente "Gobierno de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires c/ Tierra del Fuego" en la que se había establecido que la C.A.B.A. no 

tiene el mismo derecho que las provincias. Así las cosas, en aquella oportunidad 

señaló que el retraso en la transferencia de la justicia nacional ordinaria al Poder 

Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es un claro supuesto de 



"inmovilismo", que debe ser considerado un desajuste institucional grave, 

debiendo descartarse como argumento válido la dificultad de lograr acuerdos 

políticos. Además, enfatizó que las limitaciones jurisdiccionales de la ciudad 

porteña son producto de una situación de hecho –la inexistencia de un poder 

judicial local que pudiera juzgar todas las causas regidas por los códigos 

nacionales del artículo 75 inc. 12) de la Constitución Nacional-, que no debe 

perdurar en el tiempo. 

En este orden de cosas y, siguiendo las huellas pretoriales de la Corte, cabe 

subrayar que en el mismo año 2019, nuestro Cimero Tribunal Federal, en la causa 

“Bazán”, determinó por mayoría que el Tribunal Superior de Justicia de la 

C.A.B.A. sería el órgano que debía resolver, de allí en más, los conflictos de 

competencia que se susciten entre dos tribunales jurisdiccionales con 

competencia no federal con asiento en la CABA. De tal modo, se apartó de la 

doctrina según la cual era ella, en su carácter de tribunal superior común, quien 

resolvía los conflictos suscitados entre magistrados a cargo de un juzgado de la 

ciudad y de la nación. En esta tesitura, insistió nuevamente, en dicha 

oportunidad, que el retraso en la transferencia de la justicia nacional ordinaria al 

Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es un claro supuesto de 

"inmovilismo", que debe ser considerado un desajuste institucional grave, 

debiendo descartarse como argumento válido la dificultad de lograr acuerdos 

políticos. Adujo que la ciudad permanece con sus instituciones inconclusas, 

detentando un poder ejecutivo y legislativo propio en pleno funcionamiento, 

pero sin un poder judicial completo. Sostuvo que esta omisión legislativa lesiona 

las facultades de autogobierno de un Estado local, incumpliendo la Constitución 

Nacional, con el consiguiente debilitamiento de la fuerza normativa de su texto, 

y generando gravísimas consecuencias de distinta índole (entre otras, la 

afectación a la “lealtad federal” o la ineficiente distribución de los recursos 

públicos).  



Amén de lo señalado, la Corte Suprema, en el prealudido fallo, expuso que los 

gobiernos pueden acordar la transferencia de la justicia nacional ordinaria de 

acuerdo con las modalidades que prefieran y convengan, siempre que el modo 

elegido cumpla de manera apropiada con el mandato de hacer establecido en la 

Constitución Nacional. Desde esta perspectiva, refirió que, aun cuando no fueron 

fijados plazos para avanzar -y concluir- en tal proceso, ni la acepción más laxa y 

deferente de la expresión "transferencia ordenada y progresiva" utilizada en los 

convenios mencionados, permite comprender y admitir el "inmovilismo" seguido 

en esta cuestión. 

En esta sintonía, nuestro más elevado Tribunal Federal advirtió que si el principal 

argumento para justificar la demora en la transferencia es aquel basado en que el 

traspaso paulatino sirve mejor a una eficiente administración de justicia, su 

invocación pierde toda consistencia a la luz del claro contexto actual que pone en 

evidencia que la transferencia, lejos de presentarse -siquiera- como un proyecto 

que avanza a paso lento, aparece virtualmente paralizada por exclusiva voluntad 

de las autoridades políticas. Indicó que, de esta manera, paradójicamente, el 

medio utilizado termina socavando la propia eficiente administración de justicia 

que pretende tutelar.  

Por otra banda, es dable poner de relieve que también la Corte Suprema destacó 

en el fallo de marras que la demora excesiva e injustificada de los poderes 

constituidos, federales o provinciales, en cumplir con un “mandato de hacer” 

establecido en normas constitucionales estructurantes del federalismo importa 

una omisión inadmisible a la luz de la Constitución Nacional. 

Por fin y postre, se impone colacionar y enfatizar que la Corte Suprema, en los 

fallos “Strada” y “Di Mascio”, determinó que, conforme lo dispuesto en la ley 48, 

todo pleito radicado ante la justicia provincial en el que se susciten cuestiones 

federales debe arribar a sus estrados solo después de "fenecer" ante el órgano 

máximo de la judicatura local. Por consiguiente, la Corte sostuvo que el 



fundamento del temperamento patrocinado estribaba en que los tribunales 

domésticos son competentes, por imperio de la constitución formal, para 

entender en actuaciones que comprendan puntos regidos por el afamado Bloque 

de Constitucionalidad Federal. 

De este modo, las decisiones jurisdiccionales que versaren sobre cuanta materia 

engloba el objeto material del carril extraordinario federal para ser resueltas por 

el Máximo Tribunal Nacional, no han de ser despojadas del previo juzgamiento 

del órgano judicial Cimero de la estructura judiciaria de la provincia de que se 

trate. 

 

3- El fallo “Levinas” 

3.1 De los antecedentes 

Para principiar, he de proferir que, en el marco de una acción ordinaria por 

restitución de bienes y -subsidiariamente- por rendición de cuentas y daños y 

perjuicios que tramitaba por ante el Juzgado Nacional en lo Civil n° 75, el 

demandado de la causa fue condenado a abonar la suma de U$S 88.000 más 

intereses. 

Consiguientemente, el demandado dedujo recurso de apelación en pos de que la 

alzada revoque el decisorio impugnado. No obstante, la Excma. Sala A de la 

Cámara Nacional en lo Civil confirmó la sentencia dictada por el Juez a quo y, por 

consecuente, ordenó al accionado que rindiera cuentas de forma documentada, 

bajo apercibimiento de hacerlo a su costa. 

Como consecuencia de ello, el disconforme demandado planteó recurso de 

inconstitucionalidad ante el Tribunal Superior de Justicia porteño, en los 

términos de los artículos 27 y 28 de la ley local 402 y el artículo 113 de la 

Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  



En forma paralela, interpuso contra el mismo pronunciamiento recurso 

extraordinario federal que fue denegado con fundamento en que versaba sobre 

cuestiones de hecho y derecho común que de acuerdo con el criterio de la 

preindicada cámara son ajenas a la vía recursiva intentada. Por este motivo, el 

quejoso articuló recurso de queja ante el referido Superior Tribunal de Justicia, 

quien efectivamente hizo lugar a la queja planteada por el precitado demandado, 

de consuno con cuanto edicta el art. 33 de la Ley 402 de la C.A.B.A y, a la postre,  

dejó sin efecto la resolución jurisdiccional de la Excma. Sala A de la Cámara 

Nacional de Apelaciones en lo Civil en la que se denegó el recurso de 

inconstitucionalidad, a tenor de cuanto preceptúan los arts. 27 y 28 de la ley 402 

de la C.A.B.A. y el art. 113 inc. 2) de la Constitución Porteña. 

En efecto, el capitalino Tribunal Superior de Justicia aseveró que reviste la 

calidad de Superior Tribunal de la causa en los términos del artículo 14 de la ley 

48, en todas aquellas contiendas que conciernan sobre la interpretación y 

aplicación del derecho común y que tramitan ante tribunales con asiento en la 

CABA. Empero, la sobredicha Cámara Civil, una vez comunicada por oficio de 

tal temperamento, dictó un nuevo fallo mediante el cual rechazó la intervención 

del Alto Tribunal porteño en el respectivo pleito. Ello así, pues, consideró que 

dicho tribunal no tiene potestad para revisar sus sentencias, puesto que solo 

pueden ser apeladas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante 

recurso extraordinario federal. 

De la manera descripta ut supra, se suscitó conflicto jurisdiccional que excitó la 

intervención del Máximo Tribunal de la Nación de conformidad con lo normado 

por el artículo 24 inc. 7) del decreto-ley 1285/1958. Ello fue consecuencia de que 

la Cámara Civil Nacional no admitió la competencia del Tribunal Superior de 

Justicia de la C.A.B.A. y éste, a su vez, maguer aceptó la enarbolada por la 

predicha cámara, reivindicó su jurisdicción como órgano judicial superior a los 

efectos contemplados en el art.14 de la ley 48. 



 

3.2 De la posición mayoritaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

En lo atañedero a la postura defendida por nuestro más Alto Tribunal Federal 

sobre la temática bajo análisis,  he de subrayar que la susodicha Corte, a tenor de 

los votos mayoritarios de los Dres. Lorenzetti y Rosatti, pronunció, en el primer 

parágrafo del considerando 8°) del célebre fallo, cuanto reza seguidamente:  “Que 

a treinta años de la reforma de la Constitución Nacional, a veintiocho de la sanción de la 

constitución porteña, a nueve de la mencionada exhortación en “Corrales”, a siete de la 

firma del último convenio –lo que ya evidencia un proceso político estancado- y a cinco 

del fallo “Bazán”, se mantiene el escenario de “inmovilismo”. Por tal motivo, resulta 

imperioso que esta Corte Suprema continúe adecuando su actuación a aquella que le 

impone el texto de la Constitución Nacional, más allá de que el Estado Nacional y el 

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires perpetúen la situación descripta”. 

Amén de ello enfatizó, en el segundo párrafo del considerando preseñalado, que 

la abulia o apatía política configura una “omisión legislativa del mandato 

constitucional”. Por lo tanto, la Corte Suprema exclamó que: “es necesario rever 

ahora el requisito de superior tribunal de la causa al que se refiere el artículo 14 de la ley 

48 para los procesos que tramitan ante la justicia nacional ordinaria de la ciudad, que 

hasta el momento hace perdurar la tarea de esta Corte como tercera instancia e impide al 

TSJ –creado en 1996- su intervención como último intérprete local de la Constitución 

Nacional”. 

Además, en esta inteligencia, la Corte Suprema, en el párrafo in fine del 

considerando de tratamiento, aseguró que: “La coexistencia en el ámbito de la CABA 

de tribunales nacionales –aún no transferidos- y tribunales locales, ambos con 

competencias ordinarias, no puede seguir justificando que, respecto de los primeros, la 

ciudad porteña sea ajena a la doctrina de esta Corte en “Strada” y “Di Mascio”, ni 



prolongar indefinidamente una autonomía jurisdiccional limitada del superior tribunal 

en su ámbito revisor, contraria a la manda convencional constituyente”. 

Luego, siguiendo el temperamento disertado, nuestro Máximo Tribunal 

concluyó que: “Por ende, tras treinta años de “inmovilismo” en la concreción del 

mandato constitucional y desoída la exhortación efectuada en la causa “Corrales” -ante 

la clara manda constituyente de conformar una ciudad porteña con autonomía 

jurisdiccional plena y de la doctrina que emana de los precedentes “Strada” y “Di 

Mascio”-, se establece que el TSJ es el órgano encargado de conocer en los recursos 

extraordinarios que se presenten ante la justicia nacional ordinaria de la ciudad. Al igual 

que los superiores tribunales del resto de las provincias, debe concentrar las facultades 

jurisdiccionales en torno al derecho local y común, y erigirse como el superior tribunal de 

las causas cuando exista una cuestión federal, en los términos del artículo 14 de la ley 

48”. 

De este modo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a la luz de las premisas 

cardinales que hemos expuesto ut supra, falló que el Tribunal Superior de Justicia 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es el superior tribunal de la causa al 

que se refiere el artículo 14 de la ley 48 para los procesos que tramitan ante la 

justicia nacional ordinaria de la CABA y que, en consecuencia, el mismo resulta 

competente para revisar la referida sentencia que dictó la Excma. Sala A de la 

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.  

En definitiva, por extensión, el efecto jurídico-institucional que el fallo de marras 

engendra es que todas las sentencias definitivas dictadas por las Cámaras de 

Apelación de la Justicia Nacional Ordinaria han de ser revisadas por el Tribunal 

Superior de Justicia de la C.A.B.A., de forma insoslayable, para poder abrir la 

instancia extraordinaria federal ante el Alto Tribunal de la Nación en aquellos 

casos de derecho común que tengan lugar en los confines de la Ciudad Porteña 

y encierren una cuestión federal que comprometa nuestra Carta Fundacional, 

según cuanto norma el art.14 de la ley 48. 



 

3.3 De la postura minorita del Máximo Tribunal de La Nación 

En cuanto a este punto, hemos de indicar que la posición minoritaria de nuestro 

Cimero Tribunal sobre el asunto controvertido de marras se encuentra 

hipostasiada por el voto disidente que fuera vertido por el Dr. Rosenkrantz. 

En efecto, el actual vicepresidente de la Corte Suprema si bien, por un lado, 

reconoció en el considerando 2°) del fallo que el carácter nacional de los 

magistrados que ejercen competencias ordinarias en el ámbito de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires es meramente transitorio, por otro lado exclamó que 

hasta tanto se transfieran las competencias que actualmente ejerce la Justicia 

Nacional Ordinaria al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires, los 

sobredichos magistrados integran el Poder Judicial de la Nación.  

Además, en abono de lo expuesto, el cortesano, en el considerando 4°), consideró 

que empero la transitoriedad del status nacional de los jueces señalados, el 

Máximo Tribunal de la Nación carece de jurisdicción para alterar el criterio fijado 

por el artículo 6 de la ley 4055 en el que se estatuye cuál es el tribunal superior de 

la causa a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, cuando el 

litigio proviene, como en el caso, de un fuero nacional con competencia ordinaria 

y asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

En esta tonalidad, el mencionado ministro profundizó y robusteció su posición 

explicitando que el hecho de establecer al Tribunal Superior de Justicia de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires como alzada de tribunales nacionales —

creados por leyes del Congreso de la Nación, integrados por magistrados 

designados por órganos constitucionales del gobierno nacional, sujetos a un 

régimen disciplinario también nacional y cuya competencia está regida por 

normas de ese mismo carácter— supone un rediseño institucional de significativa 

trascendencia en el sistema federal argentino. Concretamente, aseguró que ello 



implicaría que el Tribunal Superior de Justicia pase a revestir, aunque sea 

transitoriamente, el carácter de tribunal nacional.  

A mayor profusión argumental, el Dr. Rosenkrantz dictaminó que a ningún 

tribunal de justicia le asiste la facultad de asignar, de manera directa y aunque 

fuere de modo transitorio, las competencias propias de un tribunal nacional a 

uno local, alterando la estructura recursiva prevista en los respectivos 

ordenamientos procesales. Amén, el togado afirmó que una decisión de esa 

naturaleza produciría una grave distorsión en el sistema de separación de 

poderes.  

En este orden de ideas, estimó que alterar el criterio acerca del Tribunal Superior 

de la causa, en el sentido pretendido por la máxima instancia judicial de la 

Ciudad, supone modificar lo dispuesto por el artículo 6 de la ley 4055. Asimismo, 

adujo que la constitucionalidad de la susodicha norma legal no ha sido puesta en 

tela de juicio. 

Por añadidura, el Dr. Rosenkrantz, en el considerando 5°), trajo a colación y 

destacó la precitada causa “Bazán”. Por tanto, el cortesano remembró que a tenor 

con la doctrina pretoriana sentada por el fallo reseñado la continuidad del 

carácter nacional de los fueros con competencia ordinaria y asiento en la Ciudad 

de Buenos Aires se encuentra supeditada a la celebración de los correspondientes 

convenios de transferencias de competencias del Estado Nacional a la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. Por consiguiente, puso de relieve que ello se trata de 

un proceso político en marcha que, en el marco de los tiempos y desafíos propios 

de toda negociación político-institucional de envergadura, se ha ido concretando, 

aunque de un modo innecesariamente lento, de manera progresiva.  

De todos modos, pese a que admitió que el ritmo de avance de la señalada 

negociación política-institucional puede juzgarse como innecesariamente lento o, 

incluso, como insatisfactorio, aquilató que ello no habilita a la Corte Suprema a 



posicionar al máximo tribunal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como 

alzada de los tribunales ordinarios con asiento en esa jurisdicción mediante la 

resolución del diferendo de competencia suscitado. 

En definitiva, el Dr. Rosenkrantz, en virtud de los argumentos argüidos, declaró 

que el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

carece de competencia para revisar la sentencia dictada por la Excma. Sala A de 

la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.  

 

3.4 De la opinión del Sr. procurador general de la nación 

Por su lado, el Dr. Casal, meritó, en primer lugar, que no existe base legal para 

atribuir al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

la potestad de revisar una sentencia dictada por la Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Civil con asiento en la C.A.B.A. En efecto, afirmó que el recurso 

de inconstitucionalidad previsto en el artículo 113 de la Constitución de la ciudad 

y reglamentado en los artículos 27 y siguientes de la ley local 402 no procede 

contra las sentencias de las cámaras nacionales con asiento en la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires.  

Asimismo, explayó que el aludido recurso, de hecho, está previsto en todos los 

casos que versen sobre la aplicación o interpretación de la Constitución Nacional 

o la Constitución local. A su vez, expresó que el Código Procesal Civil y 

Comercial de la Nación prevé únicamente la apelación de las sentencias de las 

cámaras nacionales a través del recurso extraordinario federal (art. 256 y 

siguientes). Por consiguiente, estimó que la admisión de una vía recursiva ante 

un tribunal local contra las decisiones dictadas por jueces que integran la justicia 

nacional ordinaria modifica la estructura del Poder Judicial de la Nación definida 

en los artículos 1 y 32 del decreto -ley 1285/1958 y en las leyes 48 y 4055. Además, 



contradice el artículo 8 de la ley 24588, toda vez que profirió que esta norma 

dispone la preservación de dicho fuero en la esfera de la justicia nacional.  

Amén de ello, el señalado Sr. Procurador General puntualizó que ninguna de las 

normas mencionadas fue invalidada por el tribunal local y que es un asunto que 

ni siquiera fue expresamente solicitado por la parte demandada.  

En segundo lugar, consideró que el precedente “Bazán” no contempla una 

solución para regir el conflicto de autos ni expresa fundamentos jurídicos 

suficientes para sostener las competencias que el tribunal local se atribuye en esta 

causa. 

Por otro lado, argumentó que la atribución judicial al tribunal superior local de 

la facultad de revisión de las sentencias de las Cámaras Nacionales de Apelación 

representa una transferencia de competencias jurisdiccionales a la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires que, en principio, sólo podría ser efectuada por el 

Congreso de la Nación.  

Bajo esta perspectiva, y en atención a la naturaleza de la cuestión constitucional 

involucrada, el Dr. Casal concluyó que no incumbe al Poder Judicial realizar por 

vía pretoriana traspasos de competencias nacionales a la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, pues ello equivaldría a arrogarse mayores facultades que las que 

le han sido conferidas expresamente, e invadir de ese modo la órbita de 

competencias exclusivas del Congreso de la Nación. 

3.5 De los argumentos esgrimidos por las Cámaras Nacionales 

Como es consabido, el polémico fallo Levinas ha levantado ampollas entre los 

camaristas capitalinos, quienes no hesitaron ni un poco en alzarse en contra del 

pronunciamiento jurisdiccional de los togados supremos. 



Como consecuencia de ello, las cámaras porteñas fueron trepidantes y no 

demoraron en celebrar acuerdos plenarios en aras de exteriorizar su postura 

antagónica a la de aquella postulada por la Corte Suprema en el fallo bajo estudio. 

En este orden de cosas, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y 

Correccional, el 12 de febrero del año 2025, celebró acuerdo plenario en el que 

expusieron los argumentos que estructuran y fundamentan su posición sobre el 

controvertido y polémico tópico. 

En este orden de cosas, es dable subrayar que, a título incoativo, los camaristas 

aseguraron que el establecimiento del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires como órgano judicial de alzada de los tribunales 

nacionales importa una nueva configuración institucional que no consulta las 

vías recursivas expresamente previstas en la ley. En esta sintonía, arguyeron que 

no pueden crearse pretorianamente instancias recursivas no previstas legalmente 

y que el régimen de los recursos es restrictivo -se trata de un numerus clausus- por 

propia disposición de la ley. 

En esa dirección, los magistrados advirtieron que las respectivas normas rituales 

que gobiernan el procedimiento penal capitalino y asimismo aquellas vinculadas 

con la cuestión que diera lugar al pronunciamiento de mención, no han sido 

declaradas inconstitucionales y por tanto se encuentran vigentes (artículos 24, 

inc. 7) del decreto-ley 1285/58 y 6 de la ley 4055). De tal suerte, esgrimieron que 

el control de constitucionalidad vinculado con la razonabilidad de las normas y 

la declaración de inconstitucionalidad requeriría a todo evento una afectación a 

un derecho o garantía constitucional individual o colectiva, situación que desde 

la perspectiva de los jueces no había sido prevista en el fallo Levinas. 

En esta línea de pensamiento, coronaron este primer argumento advirtiendo que 

la situación jurídica engendrada a partir del dictado del fallo Levinas podría traer 

aparejado el planteo de la afectación al principio de legalidad por la existencia de 



un tribunal que no se encuentra previsto en la ley, con lesión a la defensa en juicio 

-garantía del juez natural incorporada en el artículo 18 de la Constitución 

Nacional- y las eventuales implicancias por responsabilidad estatal internacional. 

Por su lado, la antedicha Cámara, en segundo lugar, señaló que el Poder Judicial 

de la Ciudad de Buenos Aires no ejerce competencias de la justicia nacional, a 

tenor de lo prescrito por el vigente artículo 8 de la ley 24588, según el cual «La 

justicia nacional ordinaria de la ciudad de Buenos Aires mantendrá su actual jurisdicción 

y competencia continuando a cargo del Poder Judicial de la Nación». Por añadidura, 

postularon que la norma material referenciada no era sino resultado de la manda 

constitucional que reza lo siguiente: «Una ley garantizará los intereses del Estado 

nacional mientras la ciudad de Buenos Aires sea Capital de la Nación» (Cf. artículo 129 

segundo párrafo). 

Además de ello, los señeros jueces alegaron que el decisorio de nuestro Cimero 

Tribunal no solo comprometería el principio de división de poderes sino que 

también afectaría a los litigantes como consecuencia de ser sacados de los jueces 

designados por la ley antes del hecho de la causa. En otros términos, los 

magistrados porteños aseguraron que se conculcaría la garantía constitucional 

del Juez Natural de la causa. Ello así, pues, el art. 116 de nuestra Carta 

Fundacional edicta que a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la 

Nación se les ha atribuido «el conocimiento y decisión de todas las causas que versen 

sobre puntos regidos por la Constitución y por las leyes de la Nación». 

A mayor abundamiento, los togados remarcaron que en la Capital de la 

República los jueces nacionales tienen el mismo origen constitucional que los 

magistrados federales, más allá de la respectiva distribución de competencias 

materiales. 

Luego, en el afán de seguir fortaleciendo su tesis, los mencionados magistrados 

arguyeron que todos los jueces nacionales integran el Poder Judicial de la Nación 



y a los propios ciudadanos se les garantiza la inamovilidad de aquéllos -como 

derivación de la independencia judicial-, pues así lo establecen respectivamente 

los artículos 108 y 110 del texto magno.  

En tercer término, la referenciada Cámara Criminal y Correccional destacó que 

la creación de una novel instancia en el procedimiento -por cierto no regulada 

por ley del Congreso-, podría suponer la intervención de un juzgado, una cámara 

de apelaciones, un tribunal de casación, el mencionado órgano judicial local y la 

propia Corte Suprema, ello es, el concurso sucesivo de cinco instancias. Ergo, 

invocaron con enjundia que esto prolongaría demasiado los procesos penales y 

se pondrían en juego los principios de Tutela Judicial Efectiva y de Rápida 

Intervención tanto para las personas privadas de su libertad como así también 

para las propias víctimas. 

Al cabo, la cámara de marras insistió en que la gestación pretoriana de una nueva 

instancia procesal acarrearía mayores erogaciones para los justiciables en 

concepto de gastos de justicia. 

Por su lado, la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, también el 12 de 

febrero del corriente año, celebró Acuerdo Plenario en el que se pronunció 

adversativamente a la doctrina esculpida en el fallo Levinas por parte de la Corte 

Suprema de la Nación. 

En esta inteligencia, sus miembros interpretaron que, por aplicación del art. 155 

de la ley 18345, las decisiones emanadas de los órganos que integran la Justicia 

Nacional del Trabajo, una vez agotadas las instancias respectivas del 

procedimiento ordinario previsto en dicha ley, son recurribles únicamente en los 

términos previstos en los artículos 256, 257 y 258 del Código Procesal Civil y 

Comercial de la Nación. Precisamente, este elenco de normas ceremoniales 

establece que el afamado remedio extraordinario federal es la vía recursiva 



idónea para impugnar ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación los 

pronunciamientos definitivos dictados por los jueces del fuero nacional laboral. 

En este derrotero argumentativo, los magistrados adujeron que es claro que a la 

fecha no existe colisión alguna entre los artículos declarados por ley aplicables al 

procedimiento laboral nacional y alguna norma expresa de la ley 18345, único 

supuesto al que el citado artículo 155 supedita la aplicación de las normas que 

expresamente menciona como regulatorias del procedimiento ante la Justicia 

Nacional del Trabajo. 

Asimismo, los camaristas laborales porteños explicitaron que tampoco existe 

previsión legal emanada del Congreso de la Nación que reconozca medios de 

impugnación contra decisiones de órganos de la Justicia Nacional del Trabajo, 

para ante un tribunal local o ajeno a la estructura judicial nacional, como lo es el 

Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires. 

Para concluir y, habida cuenta de las premisas disertadas, la mentada Cámara 

determinó que de acuerdo con una derivación jurídica razonada la prealudida 

ausencia de norma expresa no puede ser válidamente suplida por un criterio 

judicial como el que emana de los casos simultáneos que han sido resueltos por 

la Corte que provinieron de varios fueros de la Justicia Nacional-, en las 

condiciones expuestas y sin haber mediado en ellos un pronunciamiento expreso 

sobre la invalidez constitucional del art. 155 ley 18345, ni de las numerosas 

normas concordantes del sistema jurídico nacional vigente, principalmente 

orgánicas y procesales, cuyo eventual incumplimiento por la Cámara en cuestión 

podría engendrar o derivar en vacíos procesales y/o en una inminente violación 

de derechos constitucionales o impedir el acceso a una tutela judicial oportuna y 

efectiva, a tenor de lo normado por los arts. 8 y 25 de la Convención Americana 

Sobre Derechos Humanos, art. 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, entre otros. 



Por su lado, los magistrados de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Civil, se reunieron, el 4 de febrero del año en curso, en la Sala de Acuerdos del 

Tribunal para pronunciarse en acuerdo plenario sobre el célebre fallo Levinas. 

En resumen, la señalada Cámara porteña expresó su rechazo a la decisión tomada 

por nuestro Máximo Tribunal, en la inteligencia de que ningún Tribunal de 

justicia cuenta con facultades para atribuir jurisdicción a un tribunal local a fin 

de revisar resoluciones o sentencias de Tribunales Nacionales.  

En consecuencia, aseguraron que una decisión de tal naturaleza no produce sino 

la alteración de la estructura del funcionamiento del Poder Judicial de la Nación, 

afectando el principio de división de poderes. 

Por añadidura, dicho Tribunal capitalino consideró que el temperamento de 

nuestro Cimero Tribunal provoca una situación de incertidumbre en los 

litigantes, demoras injustificadas en el trámite de los procesos, mayores costos 

derivados del pago de depósitos para recurrir. Por lo tanto, afirmo que ello 

perturbaría el funcionamiento del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa. A la 

postre, afirmó que el efecto jurídico-institucional del fallo Levinas se vería 

trasuntado en la praxis forense mediante la afectación de la garantía 

constitucional del acceso a la jurisdicción, del debido proceso y la seguridad 

jurídica, y de la tutela judicial efectiva. 

Para epilogar, la Cámara de marras determinó que cuestiones de esta naturaleza 

están comprendidas han de ser resueltas a través de las atribuciones 

amalgamadas en la zona de reversa constitucional del Honorable Congreso de la 

Nación y, por consecuente, constituye un asunto foráneo a la jurisdicción de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Por su parte, los señores jueces de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en 

lo Comercial se reunieron, en acuerdo plenario, el 20 de febrero del corriente año 

con el objeto de plantear su postura sobre el fallo Levinas. 



Liminarmente, la mentada cámara estableció que ni siquiera la llamada 

inconstitucionalidad por omisión permite a un juez arrogarse la facultad de 

suplir una supuesta inactividad legislativa, lo que, en sí mismo, conlleva un 

grave riesgo de vulneración de la división de poderes, que estructura nuestro 

sistema democrático y republicano de gobierno. Además reforzaron este 

argumento pronunciando que la decisión de la Corte Suprema en el fallo Levinas 

fuese más allá del caso concreto y que esto viola el derecho de defensa en juicio 

de los sujetos que serían afectados sin haber sido oídos (Cf. art. 18 de la 

Constitución Nacional y arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos).  

Por otra banda, los magistrados refirieron que a diferencia de las provincias que, 

por conservar todo el poder no delegado en el gobierno federal, pueden instituir 

tribunales con jurisdicción en toda clase de asuntos, con excepción de los 

constitucionalmente atribuidos a la justicia federal o nacional, la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires sólo puede instituir tribunales con jurisdicción para 

entender en los asuntos que pudiesen ser identificados mediante el mecanismo 

previsto por el citado art. 129, segundo párrafo, de la Constitución Nacional. 

En esta tónica, adujeron que ello fue expresamente contemplado en la letra del 

art. 129 de la Constitución Nacional y en su cláusula transitoria decimoquinta. En 

sentido concordante, opinaron que el art. 75 inc. 2) prevé que no habrá 

transferencia de competencias sin la respectiva reasignación de recursos 

“aprobada por ley del Congreso”. Por tal motivo, los señalados camaristas 

porteños arguyeron que los constituyentes confirieron un mandato exclusivo y 

excluyente al Congreso de la Nación para que, en el marco de la implementación 

del régimen de gobierno autónomo de la Ciudad de Buenos Aires, se garanticen 

los intereses del Estado Nacional, mediante una ley complementaria de la propia 

Constitución Nacional, como lo termino siendo la ley 24588. 



En este sentido, manifestaron que una ley constitucional complementaria debe 

ser el resultado de un procedimiento deliberativo, del funcionamiento de los 

sistemas de mayorías y minorías propio de los organismos democráticos y 

representativos, y de la formación de un consenso político determinado. Se trata 

de una garantía procedimental dirigida a asegurar la razonabilidad de las 

decisiones que involucran delicadas cuestiones institucionales. Amén de ello, 

robustecieron su temperamento exclamando que el control de constitucionalidad 

de una ley constitucional complementaria debe ser realizado con especial 

prudencia puesto que es el resultado de un especial consenso de los poderes 

políticos, que no podría ser, sin más, dejado de lado por un tribunal.  

Por lo tanto, los jueces capitalinos aseguraron que el dictado de la ley 24588 

integra la órbita de las competencias exclusivas del Congreso de la Nación y que 

ello equivale a afirmar que en esta materia es únicamente el Congreso Nacional, 

por vía de los acuerdos interjurisdiccionales que la propia Constitución Nacional 

permite (art. 75, inc. 2), el que ejerce la potestad de definir el alcance, el modo y 

el tiempo de las transferencias de funciones y competencias judiciales a la Ciudad 

de Buenos Aires. Por ello, explayaron que un tribunal no puede abordar, en 

forma pretoriana y en el marco de un caso individual, la materia asignada por los 

constituyentes al Congreso de la Nación.  Por añadidura, advirtieron que la ley 

24588 se encuentra plenamente vigente y que la Corte Suprema no la declaró 

inconstitucional en su sentencia del 27/12/2024 dictada en el caso “Ferrari, María 

Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaias s/incidente de incompetencia”.  

Luego, siguiendo con el examen de la mentada ley, los camaristas de marras 

hicieron hincapié en que su art.8 dispuso que la Justicia Nacional Ordinaria de la 

Ciudad de Buenos Aires debe mantener su actual jurisdicción y competencia 

continuando a cargo del Poder Judicial de la Nación y que, además, estableció 

que la ciudad de Buenos Aires tiene facultades propias de jurisdicción en materia 



de vecindad, contravencional y de faltas, contencioso -administrativa y tributaría 

locales. 

En otras palabras, los camaristas porteños afirmaron directamente que el 

mantenimiento de la justicia nacional como parte integrante del Poder Judicial 

de la Nación no es una decisión sujeta a interpretación judicial. Por ende, a la luz 

de lo anterior, concluyeron que constituye un evidente error someter las 

decisiones de la justicia nacional al control de un tribunal instituido por la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, cuya competencia material no coincide de ninguna 

manera con la legalmente asignada a las Cámaras Nacionales de Apelaciones. 

En tal sentido, los sobredichos togados indicaron que los convencionales de 1994 

reformaron parcialmente el art.75 inc. 12) de la Constitución, pero se abstuvieron 

de modificar su texto cuando, de modo expreso, dispone que la legislación civil, 

comercial, penal, de minería, trabajo y seguridad social será aplicada por los 

tribunales federales o provinciales. Por esta razón, sostienen con brío que como 

no se incluyó a los tribunales de la Ciudad de Buenos Aires, no se podría afirmar 

que, en el ámbito de esa Ciudad, la función jurisdiccional respecto a tales normas 

pueda ser ejercida por su Poder Judicial, toda vez que la expresa omisión del 

constituyente conduce a sostener que la función jurisdiccional en esas materias 

solamente puede ser ejercida por el Poder Judicial nacional. Ergo, concluyen que 

los tribunales de la Ciudad solo están habilitados para ejercer la función 

jurisdiccional sobre materias locales: Justicia de Faltas, Justicia Contravencional, 

Contencioso Administrativo Municipal. 

A mayor profusión, los mentados jueces de capital sustentaron que lo antedicho 

refleja una diferencia fundamental entre los poderes judiciales provinciales y el 

poder judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En efecto, aseguraron 

que esta última carece en realidad de un poder judicial en sentido propio, al 

punto que no le es esencial asegurar “su administración de justicia” como sí lo es 

para las provincias (Cf. arts. 5 y 123 de la Constitución Nacional), pues es la 



justicia nacional en ese ámbito territorial la que debe aplicar la legislación 

emanada del Congreso Nacional en materia de derecho privado civil o comercial, 

penal, de minería y trabajo. Asimismo, esgrimieron que no obsta a tal 

razonamiento que el art. 129 de la Constitución Nacional hable de “…facultades 

propias de... jurisdicción…” y su Disposición Transitoria Decimoquinta hable de 

“…los jueces…”, pues la palabra “jurisdicción” es un término amplio, referible 

tanto a la judicial como a la administrativa, y los jueces pueden ser tanto los 

judiciales como administrativos. 

En este camino argumentativo, los magistrados de la antedicha Cámara 

declararon que desde el año 1902 la jurisdicción apelada de la Corte está 

reglamentada por la ley 4055, cuyo art. 6 aprehende a las Cámaras Nacionales de 

Apelación con asiento en la Capital de la República como el superior tribunal de 

la causa a los fines del recurso previsto por el art. 14 de la ley 48, tal como la Corte 

lo interpretó en la causa “Klemm, Gustavo c/ Eloísa Alcorta de Williams”. También 

destacaron que tampoco el art. 6 de la ley 4055 se encuentra derogado, ni fue 

declarado inconstitucional por la Corte Federal en su sentencia del 27/12/2024 

dictada en la causa “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/incidente de 

incompetencia”. 

Luego, en pos de seguir fortaleciendo su tesis, los prealudidos jueces meritaron 

que el Tribunal Superior de Justicia de la C.A.B.A. no integra el Poder Judicial de 

la nación al que sí pertenecen las Cámaras Nacionales de Apelación y que el 

hecho de ejercer competencias en la misma circunscripción no es igual que 

pertenecer al mismo Poder Judicial. Por lo tanto, estimaron que colocar por 

encima de las referidas cámaras nacionales (tribunales organizados por la 

Nación) al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

(tribunal no organizado por la Nación), no es más que un evidente forzamiento 

de lo establecido en los precedentes “Strada” y “Di Mascio” ,pues, habiéndose 

establecido el concepto de superior tribunal de la causa mirando “…dentro de la 



organización ritual respectiva…” correspondiente a una provincia, lo que se hace 

en la sentencia del 27/12/2024 dictada en los autos “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, 

Gabriel Isaías s/ incidente de incompetencia”, no es, ni más ni menos, que exorbitar 

ese concepto extendiéndolo, por una parte, a un sujeto que institucionalmente no 

es una provincia y, por otra parte, dejar de mirar dentro de la organización ritual 

respectiva para, en lugar de ello, conjugar dos organizaciones procesales 

diferentes (la nacional y la local sancionada por la referida ciudad autónoma), 

con el efecto de inaplicar, sin declaración de inconstitucionalidad, las normas que 

determinan que las sentencias definitivas de las cámaras nacionales son revisadas 

por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y no por otro tribunal ajeno al 

Poder Judicial de la Nación, tal como resulta del ya citado art. 6 de la ley 4055 y, 

sin esfuerzo interpretativo, de los arts. 1 y 24 inc. 2) del decreto nº 1285/58, que 

precisamente definen como integrantes del Poder Judicial de la Nación tanto a la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación como a los tribunales nacionales sitos en 

la capital de la República, estableciendo las vías recursivas pertinentes para que 

las decisiones de estos últimos sean revisadas por aquella. 

Ulteriormente, en otro orden de argumentos, la Cámara determinó que las 

omisiones legislativas están, como regla, fuera del alcance de los jueces, pues 

pertenecen al ámbito de la responsabilidad política de los funcionarios de 

gobierno, que responden ante los estrados de la opinión pública al momento del 

voto o del juicio político si la gravedad de la omisión lo requiriera. 

Por último, la Cámara Comercial porteña, en afín pero diverso orden de ideas 

respecto de lo anterior, aseveró que no se aprecia cómo los intereses del Estado 

Nacional podrían quedar debidamente garantizados por un tribunal local como 

lo es el Superior Tribunal de la Ciudad de Buenos Aires. Explayó que la Corte 

Suprema no brinda ninguna respuesta eficaz sobre tan delicado asunto y fue 

dictado, además, sin siquiera haber dado intervención al Estado Nacional 

ofreciéndole oportunidad para la defensa de sus intereses referidos por el art. 1 



de la ley 24588. A su vez, para concluir, los referenciados camaristas arguyeron 

que la diferencia entre unos y otros no pasa entonces porque unos sean federales 

y otros no. Federales son todos, pero unos aplican el derecho federal (sumado 

naturalmente a la legislación común emanada del Congreso Nacional en los casos 

necesarios) y otros aplican solamente la legislación común prevista por el art. 75 

inc. 12) de la Constitución Nacional. 

 

4- Mi posición 

4.1 Cuestiones preliminares 

En el alba de este acápite -antes de diseccionar el núcleo de mi postura- he de 

referirme y disipar las dudas o vacilaciones que pudieran entrañar algunas 

cuestiones preliminares de capital sustancia, a saber: 

¿La sentencia de la Corte Suprema en el Fallo Levinas sobrepujó el objeto material 

de la pretensión recursiva? 

En lo atingente a este tópico, he de poner de resalto que estimo que la decisión 

de la Corte Suprema no fue más allá del caso concreto, violando el derecho de 

defensa en juicio o el principio de congruencia, tal como lo han sostenido algunos 

antagonistas del célebre fallo de tratamiento. En consecuencia, entiendo que un 

razonamiento de este talante es absolutamente desacertado, dado que la 

resolución del objeto de la pretensión material recursiva del justiciable exigía 

irremisiblemente que el Máximo Tribunal ejerciera el respectivo control de 

constitucionalidad de la inactividad legislativa del parlamento nacional. En otros 

términos, ello significa que el Alto Tribunal no efectuó una manipulación 

tergiversativa del prealudido objeto material recursivo en pos de habilitar arbitrariamente 

el ejercicio del control de constitucionalidad, pues, en puridad, aquél traía consigo la 

cuestión federal con necesariedad de resolución. 



¿Las omisiones legislativas no son susceptibles de ser objeto de control de 

constitucionalidad? 

En lo atingente a este punto, he de exclamar, con aires de vehemencia, que estoy 

totalmente en disonancia con la corriente de pensamiento que sustenta que las 

respectivas omisiones legislativas están, como regla, fuera del alcance de los 

jueces, en mérito a pertenecer al ámbito de la responsabilidad política de los 

funcionarios de gobierno. 

En efecto, sostengo, sin pavura a equivocarme, que es un supino yerro considerar 

que como principio general las omisiones legislativas están exentas del control 

de constitucionalidad. En esta inteligencia, todas las acciones y omisiones de 

funcionarios de gobierno, de los poderes de nuestra república y sus respectivos órganos 

han de respetar de forma irrestricta nuestra Carta Fundacional. Por consiguiente, todos 

los jueces de nuestro país, en el ejercicio de su jurisdicción constitucional difusa, tienen 

el derecho y deber de controlar que los actos gubernamentales de marras no violen la 

Constitución Nacional. De lo contrario, su supremacía sería una mera entelequia, 

una expresión de deseo y, por añadidura, sería susceptible de ser burlada y 

frustrada con ingente facilidad. 

¿Las leyes constitucionales complementarias son susceptibles de ser objeto de 

control de constitucionalidad? ¿El alcance, el modo y el tiempo de las 

transferencias de recursos, funciones y competencias judiciales del Estado 

Nacional a la Ciudad de Buenos Aires tampoco pueden sujetarse al control de 

constitucionalidad? 

En lo que concierne a esta temática, he de manifestar que disueno de la línea de 

pensamiento que sostiene que la ley 24588, en tanto ley constitucional 

complementaria, integra la órbita de las competencias exclusivas del Congreso 

de la Nación y que únicamente el Congreso Nacional, por vía de acuerdos 

interjurisdiccionales, es quien puede ejercer la potestad de definir el alcance, el 



modo y el tiempo de las transferencias de recursos, funciones y competencias 

judiciales a la Ciudad de Buenos Aires.  

En efecto, desde mi hontanar considero que si bien ha de extremarse y sutilisarce 

el celo de la circunspección judicial en materia de control de constitucionalidad 

de leyes constitucionales complementarias, ello no significa que dichas leyes 

puedan fugarse de los limbos del objeto material de la jurisdicción constitucional.  

De tal modo, es asaz importante que los jueces controlen que la ley 

complementaria sea fiel a la constitución, pues la complementariedad legal ha de 

congruar con cuanto aspecto amalgame la cláusula constitucional reglamentada. 

En este derrotero, sentado que las leyes constitucionales complementarias son 

susceptibles de control de constitucionalidad como cualquier otra ley en aras de 

salvaguardar la supremacía de la constitución, ahora nos debemos preguntar si 

nuestro más Cimero Tribunal Federal puede ejercer control de constitucionalidad 

sobre el alcance, el modo y el tiempo en el que se ejecutan las señeras trasferencias 

de competencias, funciones y recursos del Estado Nacional al gobierno de la 

C.A.B.A. 

En este sentido, aquilato que la selección del instrumento operativo (convenios de 

trasferencias) escapa al control de constitucionalidad, mas no la razonabilidad del ejercicio 

de dicho instrumento. En consecuencia, es precisamente uno de los accidentes del 

mentado ejercicio el que está puesto en tela de juicio: el tiempo. 

En efecto, no hesito al aseverar que ha de ser menester ejercer el debido escrutinio 

jurisdiccional del tiempo en que se demora en cumplir un mandato constitucional, toda 

vez que es uno de los elementos más enjundiosos y fidedignos para determinar si estamos 

o no ante un supuesto de omisión inconstitucional, con independencia del poder del 

estado que fuera responsable de la mencionada conducta omisiva. 



Por tal razón, discrepo del temperamento que patrocina la idea de que el alcance, 

modo y tiempo de realización de dichas transferencias de competencias, 

funciones y recursos evaden al control de constitucionalidad. 

4.2 El núcleo de mi postura 

Para principiar el abordaje del corazón de mi posición, huelga señalar a uno de 

los eminentes argumentos con los que se embate la posición adoptada por la 

Corte Suprema en el Fallo Levinas, a saber: el art.8 de la ley 24588 dispuso que 

La justicia Nacional Ordinaria de la Ciudad de Buenos Aires deberá mantener su 

actual jurisdicción y competencia continuando a cargo del Poder Judicial de la 

Nación y que la ciudad de Buenos Aires ha de tener facultades propias de 

jurisdicción, pero tan solo en materia de vecindad, contravencional y de faltas, 

contencioso -administrativa y tributaría locales.  

En efecto, los detractores del Fallo Levinas, en virtud de cuanto edicta dicha 

norma, preconizan que el mantenimiento de la Justicia Nacional como parte 

integrante del Poder Judicial de la Nación no es una decisión sujeta a 

interpretación judicial.  

En este orden de cosas, aquilato que para desnudar el paralogismo en que se 

encuentran enredados los paladines de la preseñalada corriente de pensamiento, 

es menester e imprescindible, en primer lugar, referirnos a la situación jurídica 

en la que se hallaba la C.A.B.A., antes y después de la reforma constitucional de 

1994. 

En este sendero didáctico, he de remarcar que el poder judicial de la capital 

federal ha envuelto originariamente un intríngulis harto espinoso: saber y 

determinar si a raíz de la índole federal del territorio capitalizado los jueces con 

asiento en la C.A.B.A. integraban o no el poder judicial de la nación.  

En efecto, para comenzar a desfallecer esta interrogante, hemos de subrayar que 

en los tiempos primeros (cuando aún no tuvo lugar la reforma constitucional de 



1994), imperaba la tesis dualista. De tal suerte, según esta postura había dos tipos 

de jueces, a saber: a) jueces “de la constitución” (o jueces federales), y b) jueces 

“de la ley” (o jueces “ordinarios”). Los primeros aplicaban el derecho federal 

mientras que los segundos hacían lo mismo con respecto al derecho común u 

ordinario. 

Posteriormente, la tesis dualista fue perdiendo vigencia hasta batirse en retirada 

y dejarle su espacio a la tesis unitaria que desde entonces venía ganando mucho 

terreno en el campo tanto doctrinal cuanto jurisprudencial. No obstante, cabe 

destacar que sin trastocar la incolumidad de la unidad que preconizaba la 

mentada tesis, el lenguaje jurídico siguió insistiendo en una duplicidad 

semántica, al hablar de una justicia federal en sentido estricto, y de una justicia 

nacional, en sentido lato.  

Establecido ello, por otro lado hemos de remembrar que la razón que 

fundamentaba la existencia en las provincias de una justicia propia de cada una 

de ellas y una justicia federal, no concurría en la Capital Federal. Ello obedecía a 

que hasta la reforma constitucional de 1994 la hoy C.A.B.A. fue un territorio 

íntegramente federalizado y sujeto a jurisdicción federal. En efecto, ello, tal como 

lo vimos precedentemente al aludir a la tesis unitaria, traía aparejado una 

consecuencia axial: todos sus jueces debían de considerarse jueces del poder 

judicial federal con independencia de la competencia ratione materiae que 

ostentaren por ministerio de la ley. En otros términos, los sobredichos 

magistrados tanto si aplicaban derecho federal como si hacían lo propio con el 

derecho común, eran reputados indiferentemente como jueces federales 

pertenecientes al Poder Judicial de la Nación. 

Empero, la reforma constitucional de 1994 metamorfoseó y enrevesó el paisaje 

jurídico que regía otrora. Ello fue cociente de que los convencionales 

constituyentes noventosos le confirieron a la C.A.B.A. facultades de legislación y 

de jurisdicción, con arreglo a lo estipulado por el art.129 de la Carta Magna. De 



tal manera, ello se traduce en que la C.A.B.A. ha de contar con su propio poder 

judicial, es éste precisamente el mandato constitucional establecido por aquellos. 

Ahora bien, hasta aquí pareciese que no hay ningún problema, entonces, ¿Cuál 

es el inconveniente? El meollo de la cuestión reside en definir los limbos de la 

dimensión competencial del poder judicial local de la C.A.B.A. 

Por su parte, los críticos del Fallo Levinas, tal como vimos ut supra, vociferan a 

banderas desplegadas que según el art.8 de la ley 24588 la Justicia Nacional 

Ordinaria de la Ciudad de Buenos Aires deberá mantener su actual jurisdicción 

y competencia continuando a cargo del Poder Judicial de la Nación y que La 

Ciudad de Buenos Aires tiene facultades jurisdiccionales, pero tan solo en 

materia de vecindad, contravencional y de faltas, contencioso -administrativa y 

tributaría locales. Por este motivo, arguyen asimismo que la posición del Alto 

Tribunal en el fallo Levinas importa un rediseño institucional y la creación 

pretoriana de una nueva instancia procesal; como corolario, aseguran que ellas 

son atribuciones que no ostenta la Corte Suprema por imperio de nuestra Ley 

Fundamental. 

En consecuencia, planteada dicha incógnita y referenciada la posición de los 

oponentes al Fallo Levinas, merito que para que empiece a cobrar cuerpo mi 

postura sobre el tópico bajo estudio hemos de posar nuestra mirada sobre el 

art.75 inc. 12 de nuestro Texto Magno.  

En este orden de ideas, la susodicha cláusula constitucional, tal como lo hacía la 

añeja fórmula del art. 67 inc. 11) de la Constitución Nacional, ha reservado a las 

jurisdicciones “locales” la aplicación del derecho común. La norma respectiva 

previó y prevé una justicia federal y una justicia provincial en cada provincia y 

además establece que los códigos de fondo (o derecho común) no han de alterar 

las jurisdicciones locales “correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o 

provinciales según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas 



jurisdicciones”. Es decir que al no haberse modificado este texto en el actual art. 

75 inc. 12), la letra de la constitución no alude —de modo explícito— al poder 

judicial o a la jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Sin perjuicio 

de ello, estimo que si compatibilizamos coherentemente el art.75 inc. 12) con el 

art. 129 de la Carta Fundacional, habremos de abrazar la posición que propugna 

que el fidedigno espíritu constitucional es el de reservar en favor de las 

jurisdicciones provinciales la interpretación y aplicación del derecho común y el 

de significar que la justicia federal es de excepción y recae en razón de lugar, de 

materia y de personas, de acuerdo con cuanto establece el actual art. 116 de la 

Constitución Nacional, deportando fuera de sus fronteras al derecho común, una 

vez más. 

En este temperamento, la segunda premisa que podemos esgrimir es que el art. 

129 le atribuye a la Ciudad de Buenos Aires facultades de jurisdicción, ergo, es 

incontestable que para ejercer tal atribución constitucional la misma ha de tener 

arquitectura judiciaria vernácula. Pero el punto focal es el siguiente: ¿los jueces 

que componen la estructura judicial porteña han de aplicar derecho federal o 

derecho común? Mi pluma no se tremuliza al aseverar que, si la interpretación y 

aplicación del derecho común evade a la jurisdicción de los tribunales federales, 

no existe motivo alguno para determinar que en la ciudad de Buenos Aires 

subsistan tribunales federales que la retengan. De tal suerte, solamente subsiste 

jurisdicción federal en la ciudad de Buenos Aires (para legislar, administrar y 

juzgar) cuando hay que garantizar en ella intereses federales mientras sea capital 

federal. 

Ahora bien, no existe ningún interés federal que quede comprometido si las 

cuestiones de derecho común en la ciudad de Buenos Aires son juzgadas por 

tribunales de la ciudad, por lo que retenerlas dentro de la jurisdicción de los 

tribunales federales conspira contra el carácter limitado de la jurisdicción del 

gobierno federal en el territorio de la misma ciudad. Por ende, he de remarcar 



que nada tiene de federal interpretar y aplicar el derecho en causas que 

conciernan sobre estafas, usurpaciones, conyugicidios, divorcios, alimentos, 

usucapiones, sucesiones, ejecución de cheques o pagares, incumplimientos 

contractuales, cobro de indemnizaciones laborales, etc.    

Por este motivo, la lógica y el sentido común nos dictaminan que debemos 

admitir en favor de la C.A.B.A. la analogía de la reserva que para la jurisdicción 

de los tribunales provinciales contiene el art. 75 inc. 12 de la Carta Magna. 

En efecto, sustraer a los tribunales de la ciudad la jurisdicción para interpretar y 

aplicar el derecho común es totalmente incompatible con el régimen de gobierno 

“autónomo” definido en el art. 129 de la Constitución Nacional, pues es 

incontrovertible que un “gobierno” autónomo ha de gozar de las tres funciones 

clásicas del poder y, entre ellas, la judicial claramente no puede faltar.  

En esta línea de pensamiento, he de enfatizar que lejos está de asistirles la razón 

a aquellos que preconizan que la C.A.B.A. en realidad carece de un poder judicial 

en sentido propio y que no le es esencial asegurar “su administración de justicia”, 

como sí lo es para las provincias, atento la diferencia que hay entre éstas y la 

Ciudad de Buenos Aires. Este es otro de los más grandes paralogismos que 

podemos encontrar en el carcaj de argumentos de los que procuran valerse los 

defensores de la posición que se contrapone con la que acogió la Corte Suprema 

en el fallo sub examine. En este sentido, he de poner de resalto que constituye un 

incontrovertible dislate pensar que el gobierno de la C.A.B.A. no tiene poder 

judicial en sentido propio y que no necesita garantizar a sus conciudadanos la 

administración de justicia. Mas lo peor de todo, es que el disparatado razonamiento 

constituye una verdadera aporía cuya puesta en práctica no haría sino infringir los 

principios de autonomía y de lealtad federal y pondría en jaque el sistema federal 

argentino. 



Por otra banda, he asimismo de insistir con brío y pujanza que la razón tampoco 

concurre en quienes predican que la ley 24588 establece que La justicia nacional 

ordinaria de la Ciudad de Buenos Aires debe seguir manteniendo su actual 

jurisdicción y competencia continuando a cargo del Poder Judicial de la Nación. 

En esta tonalidad, he de resaltar que el hecho de que revista el carácter de ley 

complementaria constitucional no significa que sea la constitución misma, tal 

como algunos lo propugnan sin reservas ni miramientos; por lo tanto, es una ley 

que, en su reglamentación y complementariedad, ha de cumplir a carta cabal con 

el mandato constitucional que establece que la C.A.B.A. debe tener sus propias 

instituciones jurisdiccionales, su propia administración de justicia, de consuno 

con lo normado por el art.129 del Texto Magno. Por ende, lo que quiere significar 

dicha ley es que los jueces de la Justicia Nacional Ordinaria seguirán 

perteneciendo a la órbita del Poder Judicial de la Nación hasta que culmine el 

proceso de trasferencias de competencias, funciones y recursos al gobierno de la 

C.A.B.A. Ergo, el quid de la cuestión reside en determinar si esta inteligencia de 

la apuntada norma es constitucional o no. 

Por otro lado, he de resaltar que si bien no se me escapa que la pertenencia de los 

jueces nacionales ordinarios al Poder Judicial de la Nación es de origen 

constitucional –tal como hemos visto en parágrafos precedentes-no hemos de 

olvidar que a partir de la reforma de 1994 el convencional constituyente ha 

modificado de manera radical el mosaico jurídico del federalismo argentino. En 

efecto, la C.A.B.A. dejó de ser un territorio federalizado para transmutarse en un 

nuevo ente político dentro de nuestro sistema federal. Por tal motivo, he de 

insistir que desde la señera reforma constitucional de 1994, los arts.75 inc 12) y 

129 de la Constitución Nacional imponen que la C.A.B.A. ha de contar con 

propios jueces que interpreten y apliquen el derecho ordinario en su ámbito 

territorial, ello de acuerdo con una interpretación armónica y sistemática de 

nuestra Ley de Leyes.  



Por tal razón, también se socava y desmorona el argumento consistente en que 

se conculcaría la garantía constitucional del Juez Natural de la causa si el Tribunal 

Superior de Justicia comienza a revisar las sentencias definitivas de las Cámaras 

Nacionales de Apelación a los efectos de abrir la instancia extraordinaria federal, 

en virtud de lo impuesto por art.14 de la ley 48.  

En esta sintonía, si bien es cierto que el art. 116 de nuestra Carta Fundacional 

edicta que solo a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la Nación se 

les ha atribuido “el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos 

regidos por la Constitución y por las leyes de la Nación”, ya hemos puesto de relieve 

que la permanencia de la Justicia Nacional Ordinaria al Poder Judicial de la 

Nación es de carácter transitoria y el hecho de no haber epilogado el referido 

proceso de transferencias es una flagrante omisión inconstitucional. Asimismo, 

en puridad, los magistrados de la Justicia Nacional Ordinaria solo aplican derecho 

común mas no derecho federal y, por ende, hace una friolera de años que retienen la 

jurisdicción federal para sí mismos. Ello genera como consecuencia directa que los 

justiciables porteños vienen siendo sacados desde hace largo tiempo de los jueces naturales 

establecidos de conformidad con los arts.75 inc. 12) y 129 de la Constitución Nacional.  

En este entendimiento, merito que no ha de ocultarse detrás de la túnica de “juez 

originariamente nacional”, la hogaña realidad óntica: desde la reforma de 1994 la 

pertenencia de los sobredichos togados al Poder Judicial de la Nación es transitoria y, 

consecuentemente, los profusos y sistemáticos naufragios en materia de consensos 

políticos no deben olvidarnos esa condición y fosilizar e inmovilizar la institucionalidad 

de la Justicia Nacional ordinaria y de la C.A.B.A. En sentido inverso, la orfandad de 

acuerdos políticos no haría sino las veces de coartada para justificar y hasta 

legitimar la señalada omisión inconstitucional y, consiguientemente, atar in 

eternum a dichos magistrados al Poder Judicial de la Nación. 

Por tales fundamentos, también considero que es yerrado cuando se argumenta 

que, en virtud de cuanto prescribe el art.3 de la ley 4055, el Tribunal Superior de 



Justicia de C.A.B.A. carece de jurisdicción para entender, a los fines estatuidos 

por el art.14 de la ley 48, en calidad de Superior Tribunal local respecto a las 

sentencias definitivas dictadas por las cámaras capitalinas en materia penal, civil, 

comercial y laboral, respectivamente. Por consiguiente, la predicha norma es 

cristalinamente inconstitucional por encontrarse en colisión con las mencionadas normas 

de nuestra Ley Suprema.  

Asimismo, en abono de lo disertado, no debemos pasar por alto que la Corte 

Suprema es el máximo y último interprete de la Carta Magna y cimero custodio 

de la incolumidad de su supremacía. Precisamente, en el ejercicio de esta 

atribución constitucional, ha establecido que, en los términos de los arts. 75 inc. 

12) y 129 de la Ley Suprema, es concretamente el Tribunal Superior de Justica 

quien tiene competencia, en última instancia, para interpretar y aplicar el derecho 

común controvertido de C.A.B.A. cuando se encontrare en juego una cuestión 

federal. Naturalmente, ello no se traduce en que la Corte ha realizado por vía 

pretoriana traspasos de competencias nacionales a la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, tal como lo sugieren los antagonistas de la posición cortesana. 

Amén de ello, he de subrayar que nuestro Cimero Tribunal tampoco está creando 

ex novo una nueva institución u órgano jurisdiccional. De tal suerte, el referido 

tribunal de C.A.B.A. ya ha sido creado, ya existe por voluntad parlamentaria, ello 

no lo hemos de soslayar. La polémica estriba en que la postura abrazada por la 

Corte Suprema implicaría que el más Alto Tribunal porteño ahora comenzaría a 

revisar las sentencias definitivas de las cámaras de apelación capitalinas, a los 

efectos de habilitar la posibilidad de deducir el remedio extraordinario federal, 

según cuanto estipula el art.14 de la ley 48. 

En este orden de cosas, cabe formularnos la siguiente pregunta: ¿Nuestro 

Máximo Tribunal Federal está asignando de manera arbitraria la señalada 

competencia al mentado tribunal de la C.A.B.A.? Considero que la respuesta es 

negativa, por cuanto la susodicha competencia revisora la ostenta por imperio 



constitucional y no porque lo establezca la Corte. Lo único que nuestro más Alto 

Tribunal del país está haciendo es interpretar de manera leal y adecuada las 

normas constitucionales de referencia. 

Sin embargo, advierto que los cultores de la posición antitética, para que salga 

airosa la tentativa de torcer el espíritu del poder constituyente derivado de 1994, 

procuran con ímpetu y obstinación  valerse, principalmente, de los siguientes 

extremos: la necesariedad de culminación del proceso de transferencia de marras 

que estatuye la ley 24588, la exención al control de constitucionalidad de las 

omisiones legislativas y  la reglamentación de la jurisdicción apelada 

extraordinaria de la corte que consagra el art.6 de la ley 4055.  

Sentado ello, ahora es juicioso epitomizar mi postura de la siguiente forma: 

De consuno con una correcta hermenéutica de los arts.75 inc 12) y 129 de la 

Constitución Nacional, la C.A.B.A. ha de tener su vernácula administración de 

justicia con jurisdicción en materia de derecho común (penal, civil, comercial y 

laboral). 

La actual estructura institucional del Poder Judicial de la C.A.B.A. tiene un 

órgano jurisdiccional máximo que es el Tribunal Superior de Justicia. Ergo, si es 

éste el cimero tribunal porteño, como corolario ha de ser el último y máximo 

intérprete local de la Constitución Nacional respecto a las causas que sobre 

derecho común tengan lugar en el territorio de la C.A.B.A., siempre y cuando 

ellas envolviesen una cuestión federal a resolver.  

Por lo tanto, el susodicho órgano judicial ha de ostentar competencia para revisar 

las sentencias definitivas de las Cámaras de Apelación Nacionales sobre cuanto 

asunto versativo de derecho ordinario se suscitare en su respectivo territorio, con 

la condición de que se halle comprometida una cuestión federal, a los efectos de 

dar apertura a la instancia extraordinaria federal, de acuerdo con lo preceptuado 

por el art.14 de la ley 48. 



No cabe la concesión de potestades de orden nomofilácticas al Tribunal Superior 

de Justicia de la C.A.B.A. De lo contrario, no haríamos sino metamorfosearlo en 

un tribunal de casación, desnaturalizando su estructura y fisonomía 

institucional.  

Como consecuencia de ello, el Alto Tribunal de la C.A.B.A. sólo debe ver activada 

su jurisdicción, en carácter de Superior Tribunal de la causa, cuando se 

encontrare en juego una cuestión federal, de conformidad con lo contemplado en 

el art.8 de la ley 48. 

En razón de lo ante expuesto, el mentado tribunal ha de ser reputado como el 

superior tribunal de la causa a los efectos de habilitar la instancia extraordinaria 

de la Corte Suprema, en función de lo prescrito por la ley 48 en su art.8. 

En virtud de ello, podemos concluir que mi postura cataliza las siguientes 

consecuencias:  

Es inconstitucional cualquier interpretación que concluya que el art.8 de la ley 

24588 preceptúa que la Justicia Nacional Ordinaria de la Ciudad de Buenos Aires 

debe mantener su actual jurisdicción y competencia continuando a cargo del 

Poder Judicial de la Nación. 

El tiempo que ha demorado el poder legislativo nacional en dictar leyes que 

finalicen el proceso de transferencias de competencias, funciones y recursos del 

Estado Nacional al gobierno porteño configura una omisión inconstitucional. 

No ha de ser necesario que concluya el señalado proceso de transferencia para 

que el Tribunal Superior de Justicia capitalino pueda actualmente erigirse en el 

Superior Tribunal de la causa a los efectos del art.8 de la ley 48, respecto a todas 

aquellas causas de derecho común que se controviertan y que comprometan una 

cuestión federal. 



La Corte Suprema carece de atribución constitucional para ejecutar y epilogar el 

referido proceso de transferencias. No obstante, a tenor del auténtico espíritu del 

poder constituyente derivado de 1994 y de cuanto estipulan los arts.75 inc. 12) y 

129 de la Constitución Nacional, nuestro Cimero Tribunal sí puede, en su carácter 

de último y más elevado intérprete de la Carta Magna, establecer que el 

referenciado Tribunal Superior de Justicia de la C.A.B.A. ostenta la calidad de 

último y máximo hermeneuta de la Constitución Nacional en causas de derecho 

común que se originen en el territorio porteño- siempre que éste se controvierta 

y envuelva una cuestión federal- a los fines de abrir la instancia extraordinaria 

federal, de conformidad con cuanto ordena el art.8 de la ley 48.  

Es inconstitucional el art.6 de la ley 4055, toda vez que ya no ha de ser la Corte 

Suprema quien revise las sentencias definitivas de las Cámaras de Apelación 

Nacionales a los efectos previstos en el prealudido art.8 de la ley 48. Debe serlo 

el Tribunal Superior de Justicia de la C.A.B.A., en virtud de los fundamentos ya 

argüidos y a los que os remito brevitatis causae. 

Por último, también en mérito a las razones arriba desarrolladas, las cuestiones 

de competencia y los conflictos que en juicio se planteen entre todos los jueces 

con asiento territorial en la C.A.B.A., en los términos de lo normado por el inc. 7) 

del art.24 del decreto-ley 1285, han de ser resueltos por el Alto Tribunal porteño.  

 

5-Conclusión 

Como colofón de este trabajo, no he de verter más fundamentos para acerar mi 

posición acerca del Fallo Levinas. Concretamente, deseo compartirles una 

cavilación personal propositiva que vio la luz durante la elaboración del presente 

artículo. 

En efecto, no hesito en que la epistemología y la ontología son ramas de la 

filosofía importantísimas para alcanzar la cognición y la comprensión cabal de la 



realidad de las cosas. Maguer no ha de ser menester ser demasiado doctos ni 

avezados en dichas disciplinas filosóficas cuando es el propio empirismo quien 

nos entrega en bandeja de plata una copiosa saga de hechos que desnudan la 

realidad óntica del subsecuente fenómeno: la política vernácula adolece de la 

patología de no ser capaz de construir consensos políticos dentro de plazos razonables. 

Por lo tanto, este vicio de nuestra política intestina trae aparejado como 

consecuencia ineluctable la de tener clausulas constitucionales cuyos mandatos 

no se cumplen y los derechos a su respecto no se satisfacen. Ello sucede 

hogañamente con el tema que nos convoca pero también se ha experimentado en 

muchos otros tópicos. Podemos mentar, a guisa de ejemplo, la instauración del 

juicio por jurados, la implementación de un proceso penal de naturaleza 

adversarial o la concreción de las célebres medidas de acción positiva para la 

efectiva y eficaz salvaguarda y satisfacción de los derechos de tercera generación. 

Este fenómeno, además, puede verse reverberado a través de las profusas 

sentencias exhortativas que ha dictado nuestro Cimero Tribunal de la Nación, 

con la mirada puesta en que los otros poderes del estado den cumplimiento a lo 

que ordena la Carta Magna. 

Consecuentemente, este hecho me hizo venir a mientes cuando noveles jugadores 

de ajedrez realizan con prodigalidad jaques a la desesperada que no excitan 

ningún tipo de amedrentamiento o amenaza al adversario, es decir, no producen 

resultados fructuosos y, por tanto, la derrota es inevitable. Bueno, precisamente, 

entre nosotros, sucede algo semejante a este ejemplo parangónico, pues la Corte 

Suprema exhorta a los otros poderes con las sobredichas sentencias hortatorias 

pero ello no reporta fruto alguno; en otras palabras, el fallo, en términos 

pragmáticos, deviene infructuoso si no concurre la voluntad de los demás 

departamentos del estado para darles cumplimiento efectivo. Pero, ¿Por qué 

asevero ello? Porque pueden interpelar con vehemencia a que se cumplan los 



mandatos constitucionales, pero si ellos no son honrados no pueden proceder a 

ejecutarlos. 

En este escenario, el cumplimiento de las normas constitucionales a menudo 

naufraga porque el arco político no logra celebrar acuerdos políticos. Ello es 

cociente de que el prius es la lucha o puja por intereses políticos o partidistas y, 

asimismo, las indómitas batallas que se desencadenan en el teatro de la política 

con la finalidad de abarcar mayores espacios de poder. Por ello es verdad cuando 

alguna vez escuché voces que con buen tino afirman que los problemas de la 

Argentina no se solucionan…se trasladan.  

En razón de lo antedicho, excogito que tal vez deberíamos repensar y remozar la 

zona de reserva constitucional de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Soy 

más preciso: si las preindicadas sentencias exhortativas con asuidad resultan 

estériles para doblegar la voluntad inercial y abúlica de los otros poderes del 

estado… ¿no deberíamos reformar la constitución nacional y conferirle a la Corte 

Suprema la atribución de dictar las denominadas sentencias aditivas de principio o 

sentencias puramente aditivas? 

Para contestar esta interrogante, primigeniamente, he de ser franco con el lector: 

es una temática vasta y compleja cuyo análisis pormenorizado seguramente será 

objeto de otro trabajo. Sin embargo, en las pocas líneas que quedan les comparto 

de forma tangencial la siguiente propuesta: cuando se lleven a cabo acciones u 

omisiones que incumplan los mandatos que ordena nuestra Ley Fundamental, la 

Corte Suprema debería tener la atribución, como primordio, de dictar una 

sentencia exhortativa, por ejemplo, para interpelar al poder legislativo a que 

dentro de un plazo razonable que el mismo parlamento merite prudente dicte 

una determinada ley en pos de satisfacer tal o cual manda constitucional.  

Por su lado, en el supuesto de que el exhorto no sea honrado por el congreso, 

nuestro Cimero Tribunal debería poder controlar la razonabilidad del tiempo 



insumido sin cumplir con cuanto estableciere la Constitución Nacional; 

Justamente, en caso de que aquél efectivamente sea reputado irrazonable, habría 

de habilitarse la posibilidad de que nuestro Máximo Tribunal dicte una sentencia 

aditiva de principio, con la telésis de que, dentro de un plazo razonable que esta 

vez determinare la propia Corte Suprema, se dicte la ley de que se trate, tal como 

podemos ver en los últimos años en la jurisprudencia constitucional italiana. 

Por fin y postre, si aún de tal modo el parlamento no cumple con el mandato 

constitucional, nacería (al igual que en el derecho constitucional ecuatoriano, 

venezolano o de los estados mexicanos de Chiapas y Veracruz), la atribución de 

nuestro Alto Tribunal para que mediante una sentencia puramente aditiva sea 

ejecutada, de forma directa, la incumplida manda que ordenare satisfacer nuestra 

Carta Fundacional. 

En sustancia, aquilato que quizás de esta manera tengamos un as sobre la manga 

para poder lograr que se cumplan los mandatos que impone nuestra Ley 

Suprema, puesto que no hemos de perder de vista que detrás de ellos hay 

derechos cuya satisfacción se posterga in eternum por la atonía de nuestro 

espectro político. 
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